



LAS ARMAS DE FUEGO COMO HERRAMIENTA DE LA SEGURIDAD PRIVADA* 
Germán Isaías Niño Rodríguez** 
 
Resumen 
Este artículo, aborda la normativa que se ha elaborado en Colombia para el comercio de las armas 
con la particularidad de ejercer control a las armas de fuego en uso de servicios de vigilancia y a 
través de ellos en personal civil adscrito a los mismos y quienes procuran junto con otras 
entidades del Estado salvaguarda la vida de otros ciudadanos, ante el acrecentamiento de la 
criminalidad.  
 
Palabras claves: Normas, armas, seguridad privada, vigilancia, control. 
 
Introducción 
     En la Constitución Nacional de 1886, como en la de 1991, el Constituyente dejó plasmado que 
es el Estado colombiano el que determina quién debe portar o poseer un arma de fuego y bajo qué 
condiciones se otorga tal excepción. 
____________  
*Artículo resultado de la investigación  en el Área de Asesoría Jurídica, Área de Personas Jurídicas y el Área de Sistemas del Departamento 
Control Comercio de Armas. 
** Coronel del Ejército, del arma de artillería, jefe del Departamento Control Comercio de Armas, Municiones y Explosivos del Comando 
General de las fuerzas Militares. 
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     En el caso de la seguridad privada, la cual ha tenido regulación, como así se reflejará en el 
desarrollo de este escrito, ante la imposibilidad del Estado de asumir la protección a cada uno de 
los asociados, para cuidar su vida y bienes, por lo que ha permitido que se constituyan servicios 
de vigilancia y seguridad privada para que de alguna medida ayuden a prevenir la criminalidad en 
las ciudades y generen seguridad ciudadana. 
     De igual manera, la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, como ente de 
control, con el transcurrir del tiempo, se ha reestructurado, con el fin de profesionalizar el sector 
y en especial de dignificar lo que representa la labor de vigilante o guardia. 
     En cuanto al auge de la vigilancia electrónica que está cada día al alcance de los empresarios 
de la seguridad, prestada a través de la implementación de plataformas tecnológicas; se está 
pensando cuan posible es cambiar las armas por estos sistemas, frente al tema de seguridad. 
     De otra parte y profundizando en el tema, se observa que al revisar los procesos que se llevan 
a cabo en el Departamento Control Comercio de Armas, Municiones y Explosivos; en cuanto a 
los distintos trámites que solicitan los servicios de vigilancia y seguridad privada, todos los 
requisitos que se deben cumplir se encuentran claramente expresos en la normas existentes al 
respecto; que existen algunos aspectos a revisar y hasta de pronto de ser legislados para mejorar 
la prestación de los servicios, como es el caso particular de la relación hombre – arma, que está 
generando de alguna medida inconvenientes, ya que la realidad social no es la misma del año 
1993 a esta anualidad. 
     Por lo tanto, la conclusión sería, si cada parte tanto el Estado (Departamento Control 




Privada) como los servicios de vigilancia y seguridad privada; están cumpliendo con las tareas 
asignadas y si se cuenta con la comunicación y coordinación necesaria para prestar un excelente 
servicio; o por el contrario debe plantearse una reforma legislativa para cambiar los 
procedimientos establecidos para cada uno.  
     Finalmente debe reconocerse que se cometen yerros y que los tiempos de respuesta por parte 
del Estado no son los más eficientes, ya porque se carece de medios o personal que atienda las 
necesidades de manera rápida, pero también debe reconocerse que el sector de la vigilancia es 





     La Constitución de 1886, en el artículo 48 señaló que: “Solo el Gobierno puede introducir, 
fabricar y poseer armas y municiones de guerra. Nadie podrá dentro de poblado llevar armas 
consigo sin permiso de autoridad competente”. A partir de ello se desarrollaron normas sobre 
armas, municiones y explosivos y para el caso que nos ocuparemos, la vigilancia privada, 
tenemos entre otras las siguientes: 
     El Decreto Reglamentario 195 de 1973, “Por el cual se reglamentan algunas disposiciones del 
Código Nacional de Policía y del Estatuto orgánico de la Policía Nacional, sobre Vigilancia 
Privada”, expedido por el Presidente de la República, con base en la facultad otorgada por el 
artículo 120, ordinal 3º de la Constitución Política de 1886; dentro de esta normativa podemos 
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destacar que su ámbito de aplicación se circunscribía a empresas o sociedades de vigilancia 
privada, que eran personas jurídicas con una finalidad, la prestación del servicio de protección a 
bienes muebles e inmuebles, personas naturales, escolta y transporte de valores y otras 
actividades análogas; estas se encontraban bajo el control anual de la Policía Nacional y para 
funcionar debían obtener la autorización del Ministerio de Defensa Nacional.  Igualmente, se 
constituían como entidad comercial y debían además contar con oficinas. 
     Otros aspectos que estipulaba esta norma, era que las licencias de funcionamiento que se 
otorgaban tenían una vigencia de un (1) año, al igual que las credenciales de los vigilantes y solo 
se les autorizaba armas de defensa personal. 
     Como particularidad, encontramos que se autorizaba a que tuvieran su propio servicio de 
vigilancia, las Juntas de Defensa Civil o Acción comunal, para lo que debían cumplir con los 
requisitos que se establecieron para tal fin  y era el Director General de la Policía Nacional el que 
por acto administrativo (resolución) decidía tal autorización. 
     Posteriormente, para el año 1979, el 6 de julio entra en vigencia el Decreto 1663, “Por el cual 
se expide el Estatuto Nacional para el Control y Comercio de Armas, Municiones, Explosivos y 
sus Accesorios  expedido por el Ministro de Gobierno de la República de Colombia, Delegatario 
de las funciones presidenciales y en ejercicio de las atribuciones conferidas en el Decreto 1243 de 
1979, en el ámbito de aplicación, contempla entre otras materias, las empresas, sociedades y 
compañías de vigilancia privada.  Compra de armas y expedición de salvoconductos, venta y 




     En esta norma seguimos encontrando que las personas jurídicas no vigiladas, por la 
Supervigilancia de Vigilancia y seguridad Privada, para la defensa de sus intereses económicos, 
podrán tener salvoconductos para las armas que considere deban tener; aquí llama la atención que 
no se hace referencia en cuanto al porte y a la tenencia de las mismas, como de la cantidad a 
autorizar. 
     A las empresas de vigilancia se autorizaba portar un arma amparada con salvoconducto; la 
credencial para los vigilantes, era expedida por la misma empresa, la cual tenía la información de 
la persona  jurídica,  del portador, del arma, número del salvoconducto, actividad y lugar. Con 
respecto a la munición, dice la norma que se autorizará de acuerdo al tipo de arma y de persona, 
conforme a los lineamientos que establezca el Comando General de las FF.MM.; cabe señalar, 
que esto fue modificado por el Decreto 710 de marzo 26 de 1980, “Por el cual se modifica el 
parágrafo del artículo 95 del Decreto Número 1663 de 1979”, expedido por el Presidente de la 
República de Colombia; donde se agregó, que las credenciales debían contener el nombre del 
vigilante, fecha de expedición y de caducidad.    
     Esta norma retoma el concepto establecido en el  Decreto 195 de 1973, sobre que debe 
entenderse por “sociedades, compañías o empresas de vigilancia privada”.  Continúa el control 
por parte de la Policía Nacional, al igual que su funcionamiento será autorizado por el Ministerio 
de Defensa Nacional y el control de las armas de fuego y municiones lo ejercerán las autoridades 
militares competentes. 
     Sobre el tipo de armas autorizado, se señaló que eran las de defensa personal, tales como: 
pistolas semiautomáticas y revólveres cuyo calibre fuera inferior a nueve sesenta y cinco 
milímetros y cuya longitud del cañón sea inferior a treinta centímetros, para lo cual se les expedía 
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un salvoconducto nacional; para la compra de munición, se hacía de acuerdo al cupo y 
condiciones que establecía el Comando General de las FF.MM. 
     La venta y traspaso de armas operaba cuando la empresa, sociedad o compañía cesaba la 
prestación de los servicios o con causa de la cancelación de la autorización de funcionamiento 
que otorgaba el Ministerio de Defensa Nacional, las cuales tenían diez días siguientes a la 
ocurrencia del hecho y las armas y municiones debían ser entregadas a la Sección Control 
Comercio de Armas, Municiones y Explosivos, directamente por conducto de una Unidad 
Militar; estas quedarán en depósito y no podían ser traspasadas sin la autorización del Comando 
General de las FF.MM. 
     Cuando se superaba el término de dos años, en depósito sin hacerse el traspaso, entonces el 
Comando General de las FF.MM., estaba facultado para hacer la venta, para lo que se utilizaba el 
mismo procedimiento del material decomisado y el valor obtenido se entregaba a quién acreditara 
interés y capacidad legal para recibirlo. 
     El Ministerio de Defensa Nacional suspendía y cancelaba la licencia de funcionamiento con 
concepto del Comando General de las FF.MM., cuando se consideraba que no se estaba dando 
cumplimiento a las normas de seguridad y empleo de las armas y municiones de su propiedad. 
     Concomitante con la norma anterior, el Comandante General de las FF.MM., expide la 
Disposición No.014 de agosto 21 de 1979, “Por el cual se dictan Instrucciones Generales sobre 
el Control y Comercio de Armas, Municiones y Explosivos”, la que se entendía como una guía, 
donde se fijaban normas, requisitos y documentación para el control, comercio de armas, 




de vigilancia privada, compraban armas conforme a la potestad del Comandante General de las 
FF.MM., autorizando armas diferentes o de las mismas características, previo cumplimiento de 
unos requisitos, tales como: 
a) Solicitud en formulario y en papel sellado (conforme al formato establecido) 
b) Presentación de la Resolución del Ministerio de Defensa Nacional, por la cual se autoriza el 
funcionamiento, vigente para el año en que se solicita. 
c) Concepto de la autoridad militar de su sede, sobre la necesidad de las armas 
d) Autorización escrita, en papel membreteado de la empresa, sociedad o compañía, con la firma 
y sello del gerente o representante legal, para la persona que efectuaba los trámites y retiraba 
el material 
e) Presentación de los Reglamentos, Interno de Trabajo, de Higiene y Seguridad de la Empresa, 
con sus correspondientes Resoluciones de Aprobación por el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. 
f) Presentación de los Reglamentos, de Vigilancia, y de Uniformes, con sus correspondientes 
Resoluciones de Aprobación por el Ministerio de Defensa Nacional. 
 
g) Cuadro estadístico sobre armas perdidas(conforme al anexo establecido) 
 
En cuanto a la compra de munición la vigilancia privada debía presentar lo siguiente: 
a) Solicitud por escrito, en papel membreteado de la empresa, con indicación del número de las 
armas las cuales se pedía la munición. 
b) Los salvoconductos que amparan dichas armas 
c) Autorización por escrito, para la persona encargada de adquirir las municiones. 
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     Como particularidad, en esta Disposición se estableció que para la revalidación de la licencia 
de funcionamiento, los Comandantes de Unidad Operativa, Unidad Táctica o sus equivalentes en 
la Armada Nacional y Fuerza Aérea, debían expedir cada año una constancia sobre la vigencia de 
los salvoconductos, remitiéndose al Departamento Control Comercio de Armas, Municiones y 
Explosivos, el que a su vez expedía constancia sobre las armas, vigencia de los salvoconductos y 
copia del acta de revista de armas practicada por la autoridad. 
     Estas dos normas precedentes, como podemos observar, fueron más precisas y establecieron 
controles más estrictos en cuanto a la compra de armas por parte de la vigilancia privada; además, 
de precisar los requisitos para su porte.    
     Continuando con las normas, encontramos está el Decreto 2003  del 12 de julio de 1982, “Por 
el cual se modifica parcialmente, el Decreto 1663 del 06 de julio de 1979.”, expedido por el 
Presidente de la República, cuyo objeto fue subsanar vacios técnicos, para diferenciar las armas 
de defensa personal y armas de uso privativo y así coadyuvar para la penalización del porte 
ilegal. 
     Para la vigilancia y celaduría en predios urbanos, permitía la autorización como arma de 
defensa personal, las escopetas de cualquier calibre, cuyo cañón no fuera inferior a 40.64 
centímetros (16 pulgadas) con salvoconducto para porte. 
Normatividad Vigente 
   Armas de fuego y municiones 
     Con la Constitución Política de 1991, cambia todo el panorama en Colombia sobre las armas 




un monopolio estatal, como así se señala en el artículo 223 de nuestra Carta Magna, cuando 
dice:” Sólo el Gobierno puede introducir y fabricar armas, municiones de guerra y explosivos. 
Nadie podrá poseerlos ni portarlos sin permiso de la autoridad competente. Este permiso no 
podrá extenderse a los casos de concurrencia a reuniones políticas, a elecciones, o a sesiones de 
corporaciones públicas o asambleas, ya sea para actuar en ellas o para presenciarlas. Los 
miembros de los organismos nacionales de seguridad y otros cuerpos oficiales armados, de 
carácter permanente, creados o autorizados por la ley, podrán portar armas bajo el control del 
Gobierno, de conformidad con los principios y procedimientos que aquella señale.”   
     Los pronunciamientos de nuestras altas cortes al respecto han señalado, que el artículo 223 de 
la Constitución Política, crea un monopolio estatal sobre todas las armas de fuego existentes en el 
territorio nacional y señaló que el porte o posesión por parte de los particulares depende de que el 
Estado otorgue el correspondiente permiso; no existiendo por lo tanto una propiedad originaria 
sobre las mismas, tal como se contempla el derecho a la propiedad en el artículo 58 de la 
Constitución Política, confirmado esto por la Corte Constitucional en Sentencia C-296 de julio 06 
de 1995, Magistrado Ponente Eduardo Cifuentes Muñoz, señalando que: “En materia de posesión 
y tenencia de armas no hay derechos adquiridos que puedan oponerse al Estado.  Existe, en 
cambio, un régimen de permisos – desde antes de la vigencia de la Constitución de 1991 – a 
partir de los cuales se hacen efectivos algunos derechos como el de posesión y porte, pero son 
estos permisos, surgidos de la voluntad institucional los que constituyen y hacen efectivo el 
derecho y, de ningún modo la existencia de un título originario concebido en los términos de la 
propiedad civil.  En este contexto es necesario excluir a las armas del ámbito de los derechos 
patrimoniales para ubicarlas en el contexto de las relaciones entre el Estado y los particulares, 
en el cual se aplican las normas y principios de derecho público.”; esta honorable corporación 
manifestó a su vez en Sentencia No. C-038 del 09 de febrero de 1995, lo siguiente: “La 
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Constitución de 1991 consagra un régimen más estricto, puesto que no existe la posibilidad de 
que haya propiedad o posesión privadas (sic) sobre ningún tipo de armas. Hay entonces una 
reserva estatal de principio sobre su propiedad y posesión, de suerte que los derechos de los 
particulares sobre las armas son precarios pues provienen únicamente de los permisos estatales, 
los cuales son por esencia revocables (…)” 
     Con base a lo anterior, el Congreso de la República confiere  facultades extraordinarias al 
Presidente de la República, mediante la Ley 61 del 12 de agosto de 1993, “Por la cual se reviste 
al Presidente de la República de facultades extraordinarias  para dictar normas sobre armas, 
municiones y explosivos, y para reglamentar la vigilancia y seguridad privadas”, para que en el 
término de seis (6) meses, contados a partir de la vigencia de la misma, regulen temas entre otros, 
sobre la propiedad y tenencia de armas de fuego de las compañías de vigilancia y los 
departamentos de seguridad de las personas jurídicas; por lo que entra en vigencia el Decreto 
2535 del 17 de diciembre de 1993, “Por la cual se expiden normas sobre armas, municiones y 
explosivos”, encontrando en el ámbito de aplicación que el objeto de esta norma es fijar normas y 
requisitos para la tenencia y el porte de armas, municiones, explosivos y sus accesorios y 
obviamente están incluidos los servicios de vigilancia y seguridad privada.   
     En los principios generales del Decreto 2535 de 1993, podemos destacar, que se está 
otorgando a la autoridad militar competente una facultad discrecional, en cuanto a la autorización 
de los permisos de uso para los particulares, (personas naturales, jurídicas y servicios de 
vigilancia y seguridad privada) que de manera excepcional, podrán portar o tener armas de fuego. 
     También se establece una nueva clasificación de las armas de fuego, como armas de uso 




están armas de defensa personal, armas deportivas y armas de colección; cambiando por 
completo lo que se tenía establecido en las normas citadas. 
     El artículo 9º del Decreto 2535 de 1993, nos dice cuales son las armas de uso restringido, así: 
“…Los revólveres y pistolas de calibre 9.652 mm. (.38 pulgadas) que no reúnan las 
características establecidas en el artículo 11 de este Decreto;  
Las pistolas de funcionamiento automático y subametralladoras.” 
     Seguidamente, el artículo 11 Ibídem., clasifica las armas de defensa personal así:  
“…a.   Revólveres y pistolas que reúnan la totalidad de las siguientes características: Calibre 
máximo 9.652 mm. (.38 pulgadas).  
b. Longitud máxima de cañón 15.24 cm. (6 pulgadas). En pistolas, funcionamiento por 
repetición o semiautomática. Capacidad en el proveedor, de la pistola no superior a 9 cartuchos,  
excepción de las que originalmente sean del calibre 22, caso en el cual se amplía a 10 cartuchos.  
c. Carabina calibre 22 S, 22 L, 22 L. R., no automáticas;  
d. Las escopetas cuya longitud de cañón no sea superior a 22 pulgadas.”   
     A los servicios de vigilancia y seguridad privada, se les permite armas de defensa personal las 
cuales son autorizadas por la autoridad militar competente señalada en el artículo 32 del Decreto 
2535/93, es decir, el Jefe del Departamento Control Comercio de Armas, Municiones y 
Explosivos, los Jefes de Estado Mayor de las Unidades Operativas Menores y los Ejecutivos y 
Segundos Comandantes de Unidades Tácticas en el Ejército Nacional o sus equivalentes en la 
Armada Nacional y la Fuerza Aérea.  Para la armas de uso restringido, la norma es clara en 
señalar, que es el Comité de Armas del Ministerio de Defensa Nacional el que autoriza el porte y 
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tenencia de esta clase; a los departamentos de seguridad de empresas, a las empresas 
transportadoras de valores, a los servicios especiales de seguridad (fue declarado inexequible el 
parágrafo del artículo 39 del Decreto 356 del 11 de febrero de 1994, que define porque son 
servicios especiales de seguridad. Sentencia de la Corte Constitucional, C-572/97) y a las 
empresas de vigilancia y seguridad privada con servicio de escolta autorizada (inciso 2º del 
artículo 29 del Decreto Reglamentario 1809/94).  Todos deben contar con concepto favorable de 
la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, como así se señala el en literal a., del 
artículo 7º del Decreto Reglamentario 1809 de 1994. 
     Igual que las normas precedentes y que se encuentran citadas; el Decreto 2535 de 1993,  
destina un título para los servicios de vigilancia y seguridad privada, el que se refiere al uso de las 
armas de fuego, la relación hombre – arma, de un arma de defensa personal por cada tres 
vigilantes, que en la actualidad ha representado problemas para los servicios de vigilancia y 
seguridad privada, ya que la realidad social a la fecha es otra, en cuanto a los puestos y los 
servicios contratados, convirtiéndose en una norma desactualizada, desueta e inaplicable, que 
debe ser objeto de modificación. 
     En cuanto a la idoneidad del personal de vigilancia, a quien se le debe  dotar de un arma de 
fuego y ser capacitado en su uso, para lo que deberá contar con una credencial que lo acredite 
como tal, expedida por la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada.  
     Sobre las sanciones a imponer, ya sea multa o decomiso; como contravenciones 
administrativas por conductas desplegadas, por uso indebido de las armas de fuego, también 
aplican para los servicios de vigilancia y seguridad privada, cuyas causales están descritas en los 
artículos 85 y 89 del Decreto 2535 de 1993 y artículo 2º de la Ley 1119 de 2006.   




     La Ley 62 del 12 de agosto de 1993, “Por la cual se expiden normas sobre la Policía 
Nacional, se crea un  establecimiento público de seguridad social y Bienestar para la Policía 
Nacional, se crea la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada y se reviste de 
facultades extraordinarias al Presidente de la República.”, crea la Superintendencia de 
Vigilancia y Seguridad Privada, como así se estableció en su artículo 34; lo que significa que hay 
una Entidad especializada que se encargará de organizar y controlar los servicios de vigilancia y 
seguridad privada. 
     Por lo tanto se expide el Decreto 2453 del 7 de diciembre de 1993, “Por el cual se determina 
la estructura orgánica, objetivos, funciones y régimen de sanciones de la Superintendencia de 
Vigilancia y seguridad Privada y se dictas otras disposiciones.”, por el Presidente de la 
República, con base en facultades extraordinarias otorgadas por la Ley 62 de 1993. 
     En esta normativa encontramos la naturaleza, objetivos y funciones de la Superintendencia de 
Vigilancia y Seguridad Privada, donde es considerada como un organismo del orden nacional, 
técnico y adscrito al Ministerio de Defensa Nacional, con autonomía administrativa y financiera. 
     Se fija como objetivo primordial, ejercer el control, inspección y vigilancia a la industria y a 
los servicios de vigilancia y seguridad privada; de lo que se desprende que la pretensión del 
Estado es profesionalizar este sector; teniendo en cuenta la función de prevención y seguridad 
ciudadana que desarrolla. 
     El Decreto 2453 de 1993, fue modificado por el Decreto 2355 del 17 de julio de 2006, “Por el 
cual se modifica la estructura de la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada y se 
dictan otras disposiciones”, (queda vigente solo el artículo 25); el cual lo expide el Presidente de 
la República. Este precepto legal confirma la naturaleza jurídica establecida en la norma anterior; 
pero se trazan objetivos más claros y concretos, con el fin de mejorar la confiabilidad, la 
prestación del servicio y la protección a los vigilados; atendiendo las irregularidades que incurren 
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muchos servicios de vigilancia que evaden el cumplimiento de las normas.  De igual manera se 
modifican ostensiblemente las funciones y la estructura de funcionamiento de la misma, se 
suprimen las regionales y todo se centraliza en Bogotá; teniendo en cuenta la inoperancia de estas 
dependencias y la necesidad de reducir la planta de personal de esa Entidad, esto con ocasión de 
la política de Estado de sostenibilidad fiscal.    
     Consecuente con lo anterior tenemos también vigente el Decreto 356 del 11 de febrero de 
1994, “Por el cual se expide el Estatuto de Vigilancia y Seguridad Privada.”, por el Presidente 
de la República en ejercicio de las facultades otorgadas por la Ley 61 de 1993, ya señalada, el 
que pretende consagrarse como un reglamento para los particulares que prestarán los servicios de 
vigilancia y seguridad privada. 
     Aquí se define que es un servicio de vigilancia y seguridad privada, en el entendido que son 
actividades que se desarrollarán de manera remunerada, o a favor de una entidad pública o 
privada, por personas naturales o jurídicas, con el único fin de prevención o detención  de las 
perturbaciones que pueda verse afectada la tranquilidad y seguridad individual de la vida y bienes 
propios o de terceros. 
     También se reglamenta las actividades de fabricación, instalación, comercialización y 
utilización de equipos para la vigilancia y seguridad privada, como también los blindajes y 
transporte de valores. 
     De igual manera se otorga la facultad discrecional a la Superintendencia de Vigilancia y 
Seguridad Privada, para autorizar o negar licencias de funcionamiento y credenciales, con el 
único fin de proveer seguridad ciudadana.       
     El ámbito de aplicación de esta norma se extiende a los servicios de vigilancia y seguridad 




transporte de valores, servicios de vigilancia y seguridad de empresas u organizaciones 
empresariales, públicas y privadas, servicios comunitarios de vigilancia y seguridad privada, 
escuelas de capacitación y entrenamiento, servicios de asesoría, consultoría e investigación en 
seguridad, fabricación, instalación, comercialización y utilización de equipos y utilización de 
blindajes para vigilancia y seguridad privada. 
     De igual manera se establecen unas modalidades para prestar los servicios de vigilancia y 
seguridad privada, como son la vigilancia fija, móvil, escolta y transporte de valores. 
     Finalmente y muy importante señalar, es que toda persona natural o jurídica que preste 
servicios de vigilancia y seguridad privada deben estar sometidos bajo el control y vigilancia de 
la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada; siendo esto un avance en cuanto a 
reglamentar aquellas empresas y personas piratas, que no reúnen las condiciones mínimas de las 
legalmente constituidas, mejorando las prestación del servicio.  
     Cabe agregar, que se dispone medidas cautelares y sanciones para aquellas personas naturales 
o jurídicas que desarrollen actividades reguladas por la Superintendencia de Vigilancia y 
Seguridad Privada  sin contar  con la debida autorización o violen los principios, deberes y 
obligaciones establecidas y las demás disposiciones comunes señaladas en el Titulo VII, de este 
Decreto.    
     Así mismo se expide el Decreto 2187 del 12 de octubre de 2001, “Por el cual se reglamenta 
el Estatuto de Vigilancia y Seguridad Privada contenido en el Decreto Ley 356 del 11 de febrero 
de 1994”, también expedido por el Presidente de la República.  Dentro de su articulado precisa 
algunos conceptos, más acordes con la realidad social, aclarando la esencia de la vigilancia 
privada, debe estar encaminada, como así se señala en el artículo 1º, que a la letra reza: “ a 
prevenir, detener, disminuir o disuadir las amenazas que afecten o puedan afectar la vida, 
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integridad personal y bienes de las personas que reciban la protección o custodia que les 
brindan los servicios de vigilancia y seguridad privada…”    
 
     Precisa los conceptos de vigilante y escolta que no se encontraban definidos, con el fin de 
delimitar el ejercicio de su labor y los alcances del mismo. 
     Otros temas que desarrolla del Decreto 356 de 1994, son las sucursales o agencias, la cual su 
creación debe ajustarse a la operatividad y a la necesidad administrativa y financiera del servicio 
que lo solicita. 
     Regula los servicios de seguridad sin armas, como es el caso de la utilización de medios 
caninos, ante las condiciones y mal trato a que se estaban viendo sometidos los perros. En cuanto 
a la utilización de medios tecnológicos, deberán probar la procedencia de los equipos, su 
utilización, ubicación; al igual, que deberán ser capacitados en su manejo, el personal que los 
operará, con el fin de evitar riesgos en su uso. Y finalmente, está el tema de los blindajes, con el 
fin de regular  esta actividad. 
 
Departamento Control Comercio de Armas, Municiones y Explosivos. 
 
     Para poder entender como es el proceso de autorización en Colombia de las armas de fuego a 
los particulares, es necesario hacer una exposición sucinta de la autoridad que cumple esta 
función legal, para lo que iniciaremos con aclarar que es el Departamento Control Comercio de 
Armas, el que se proyecta como un ente rector a nivel nacional del control de las armas de fuego 




licencias son expedidos a los particulares, llámense personas naturales, jurídicas, servicios de 
vigilancia y seguridad privada y  organismos estatales.  
 
     Es una dependencia orgánica del Comando General de las Fuerzas Militares,  haciendo parte 
del Estado Mayor Conjunto. 
 
En la actualidad se cuenta con 34 seccionales de control comercio de armas y una principal, que 
operan en todo el país, ubicadas en Unidades Militares, de las cuales 30 son de Ejército, 3 de la 
Armada Nacional y una de la Fuerza Aérea; sus jefes gozan de la misma facultad discrecional de 
autorizar la expedición de los permisos para porte y para tenencia, con fundamento en lo 
expresado en el artículo 3º del Decreto 2535 de 1993.   
 
     La función principal que cumple es la de asesorar al señor Comandante y Jefe de Estado 
Mayor Conjunto de las Fuerzas Militares en el control del comercio de armas, municiones, 
explosivos y sus accesorios, elementos e insumos controlados por el Estado, coleccionistas de 
armas, clubes de tiro y caza en todo el territorio nacional, talleres de armería, polígonos, fábricas 
y expendios de artículos pirotécnicos, velando por el cumplimiento de las normas vigentes, (Ley 
1119/06, DEC. 2535/93, 1809/94, 334/02, 4508/06).  
 




Figura 1. Ubicación del Departamento Control Comercio de Armas, Municiones y Explosivos, 




Información extraida del manual de calidad V6, Sistema de gestión integrado CGFM 
 
     Asimismo y a manera de ilustración presentamos algunos flujogramas de los procesos que se 





Figura2. Procedimiento trámite para compra – cesión área de  personas jurídicas 
 





Figura 3.Procedimiento trámite de revalidación permiso área de  personas jurídicas 
 
Información extraída de la hoja de trabajo Área Personas Jurídicas DCCA 




     De otra parte y respecto a la Industria Militar, esta se considera como Empresa Industrial y 
Comercial del Estado, adscrita al Ministerio de Defensa Nacional, con, autonomía administrativa, 
personería jurídica y capital autónomo. 
Su función principal es la de importar, fabricar y comercializar armas de fuego, municiones y 
explosivos y elementos complementarios, así como el usufructo de los sectores industriales afines 
con su especialidad. 
Hacemos esta distinción entre el Departamento Control Comercio de Armas, Municiones y 
Explosivos y la Industria Militar, ya que para el común de los ciudadanos son una misma entidad, 
pero vemos que cada una desarrolla funciones totalmente diferentes, pero trabajan 
mancomunadamente. 
 
Control del Estado 
     Como ya se expresó todo empieza con el principio constitucional, señalado en el artículo 223 
de la Carta Magna, de que existe un monopolio en cabeza del Estado, autorizando que los 
particulares a través de la concesión de permisos puedan portar o tener armas de fuego. 
     Dentro de las normas vigentes, además de las ya señaladas y para el tema que a continuación 
se expondrá, tenemos la Ley 1119 del 27 de diciembre de 2006, “Por la cual se actualizan los 
registros y permisos vencidos para el control al porte y tenencia de las armas de fuego y se 
dictan otras disposiciones”, la que fue expedida con el fin de que el Estado colombiano 
solucionara un problema de aproximadamente 800.000 armas de fuego, que se encontraban 




Control Comercio de Armas, Municiones y Explosivos y de lo cual no se tenía conocimiento que 
había pasado con ellas, ya que se encontraban sus salvoconductos o permisos vencidos; 
permitiendo con ello que no solo las personas naturales, sino también las jurídicas, los 
organismos estatales y servicios de vigilancia y seguridad privada, pudieran acogerse a la misma. 
     En cuanto a particularizar los requisitos que se exigen para solicitar un permiso para porte o 
para tenencia, debemos antes aclarar que esta Ley modifica los artículos 33 y 34 del Decreto 
2535 de 1993, que trataban de los requisitos para solicitar permiso para tenencia y  para porte y 
en los numerales 2º, respectivamente se referían a los servicios de vigilancia y seguridad privada, 
preceptos que al analizarse son los mismos en la actual norma, con la salvedad que se agrega un 
literal, que señala que debe darse cumplimiento a las disposiciones consignadas en el Decreto 
antes citado y su Decreto Reglamentario 1809 de 1994.    
 En cuanto a las últimas estadísticas actualizadas de los registros que arroja el Archivo Nacional 
Sistematizado de Armas, que maneja el Departamento Control Comercio de Armas, Municiones 
y Explosivos,   sobre las armas de fuego registradas a los servicios de vigilancia y seguridad 
privada, las podemos resumir así: 
 
Armas de fuego registradas a servicios de vigilancia y seguridad privada 
Tabla 1. Armas de Fuego Servicios de vigilancia. 
Empresas de Vigilancia 190.686 
Departamentos de Seguridad 43.413 
Empresas Transportadoras de Valores 16.271 
Cooperativas 12.186 
Blindadoras 52 
Información suministrada por el Área de Sistemas del DCCA 
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Información de armas vencidas  
Tabla 2. Armas de Fuego Servicios de vigilancia 
Servicios de Vigilancia y Segurid 39.682 
Departamentos de Seguridad                         4.453 
Cooperativas de Vigilancia                          2.277 
Información suministrada por el Área de Sistemas del DCCA 
  
PROCEDIMIENTOS ESTABLECIDOS ANTE EL DEPARTAMENTO CONTROL COMERCIO 
DE ARMAS, MUNICIONES Y EXPLOSIVOS, PARA LA SOLICITUD DE PERMISOS PARA 
PORTE Y PARA TENENCIA DE ARMAS DE FUEGO, POR PARTE DE LOS SERVICIOS DE 
VIGILANCIA Y SEGURIDAD PRIVADA, QUE ASÍ LO REQUIERAN. 
 
     Reglamento 4-26  Público de 2007, Primera Edición. “Reglamento de Procedimientos para el 
control y comercio de armas, municiones, explosivos y sus accesorios, materias primas e 
insumos controlados”. 
     Con base a la organización del Departamento Control Comercio de Armas, Municiones y 
Explosivos, encontramos en la Seccional Principal, el Área de Personas Jurídicas, la que se 
encarga de atender las diferentes solicitudes que elevan los servicios de vigilancia y seguridad 
privada, para trámites con armas de fuego; claro está que el Comité de Armas del Ministerio de 
Defensa Nacional, que hace parte de las  Sección de Asuntos Nacionales, también atiende estos 





     En el Capítulo V de este Reglamento, que corresponde al Área de Comité de Armas, Sección 
A., en el ordinal 12), del literal a., numeral 1., que trata de Adquisición, revalidaciones, cesiones, 
duplicados y descargos entre otros, encontramos el punto relacionado a lo que estamos tratando y 
los documentos que se exigen, aclarando que la autorización debe ser para la modalidad de 
escolta, deberán allegar concepto favorable de la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad 
Privada, fotocopia de las credenciales vigentes y/o la relación suministrada por dicha Entidad, 
fotocopia de la Licencia de funcionamiento vigente y cumplir la relación hombre – arma, de 
acuerdo al número de escoltas. Esto es lo que se exige para esta clase de armas. 
     En cuanto a los cambios de dirección de los permisos para porte, este trámite no tiene 
complicación alguna, se hace un escrito señalando este hecho y la autoridad militar competente 
procede a autorizar la actualización de los datos de la residencia o domicilio según la dirección 
anotada por el solicitante. 
     En cuanto a los permisos para tenencia, este trámite no se somete a consideración del Comité 
de Armas del Ministerio de Defensa Nacional y al igual que el anterior se hace un escrito, se 
pagan los valores de impuestos de ley y la papelería; se actualizan los datos en el Archivo 
Nacional Sistematizado de Armas y se expide el nuevo permiso, con la misma fecha de 
vencimiento del anterior y con la dirección solicitada. 
     Ahora bien, los cambios de porte para tenencia o viceversa, este trámite se debe surtir, 
cumpliendo los mismos requisitos que se exigen, para las revalidaciones; es decir, conforme a lo 
señalado en el artículo 11 de la Ley 1119 de 2006.    
     Pasando a las armas de defensa personal, que le corresponde su trámite al Área de Personas 
Jurídicas; para ello se cumplen los mismos requisitos que se exigen para las armas de uso 
restringido, excepto que no se somete a consideración del Comité de Armas del Ministerio de 
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Defensa Nacional y para los casos de revalidación, no se exige el concepto favorable, expedido 
por la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada. 
     En cuanto a la autorización para la compra de munición, en dicho Reglamento encontramos en 
el Capítulo VI, que corresponde a la Seccional Principal y sus equivalentes a nivel Nacional, 
Sección A. Área de personas jurídicas, servicios de vigilancia y seguridad privada, Área de 
personas naturales, activos y retirados, coleccionistas y deportistas, en el ordinal 3), del numeral  
6.  Venta de munición, allí se establecen las cantidades que se autorizarán, para lo que se deberá 
presentar la cédula de ciudadanía del representante legal o del autorizado por este, fotocopia del 
número de identificación tributaria, licencia de funcionamiento vigente, libro de tiro, gasto de 
munición, acta de entrega de vainillas gastadas y el respectivo permiso para porte o para tenencia. 
 
Las cantidades a autorizar son las siguientes: 
 
Tabla 3. Munición autorizar. Sistema de Información de Armas DCCA 
CLASE DE ARMA 
CANTIDAD MUNICIÓN 
AL ADQUIRIR EL ARMA SEMESTRALMENTE 
Pistolas y/o revólveres hasta doscientos (200) 
cartuchos 
hasta doscientos (200) 
cartuchos 
Carabinas calibre inferior o 
igual a 22 LR 
hasta doscientos (200) 
cartuchos 
hasta doscientos (200) 
cartuchos 
Escopetas cualquier calibre doscientos (200) cartuchos hasta doscientos (200) 
cartuchos 
Pistolas calibre 9mm Largo, 
capacidad superior diez (10) 
cartuchos 
hasta trescientos (300) 
cartuchos 
hasta trescientos (300) 
cartuchos 








     En cuanto a las Escuelas de Capacitación y entrenamiento en vigilancia y seguridad privada, 
se exige la misma documentación antes señalada, pero la autorización se hace de acuerdo al curso 
que se vaya a dictar, la relación de alumnos y solo para armas de defensa personal, ya que no 
pueden tener armas de uso restringido y se le permite tener una reserva del 10%, adicional de las 
cantidades de munición, para la convalidación de los cursos. 
     Las cantidades que se autorizan para este tipo de servicio de vigilancia y seguridad privada 
son las siguientes: 
a) Para curso de vigilante, tripulante y supervisor Revólveres calibres 32L y/o 38L doce (12) 
cartuchos, Escopetas calibres 12 y/o 16 y/o 20 ocho (08) cartuchos y Pistola 7.65 doce (12) 
cartuchos y Pistola 22 doce (12) cartuchos  por alumno. 
b) Revólveres calibres 32L y/o 38L, Escopetas calibres 12 y/o 16 y/o 20,  Pistolas 7.65 y  
Pistolas 9 mm para curso de Escolta, treinta y seis (36) cartuchos, por alumno.  
Fallas recurrentes de los servicios de vigilancia y seguridad privada. 
     Sobre este punto, debe entenderse como las faltas en que incurren, por desconocimiento de las 
normas, por negligencia y descuido de los jefes de seguridad o los jefes operativos, lo que ha 
ocasionado graves consecuencias, hasta las cancelaciones de las licencias de funcionamiento por 
parte de la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada y la entrega al Estado del 
armamento. 
     Estas fallas las podemos resumir así: 
a) Desconocimiento de la normatividad vigente por parte de los servicios de vigilancia y 
seguridad privada. 
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b) No efectúan la solicitud de descargos por hurto o pérdida de las armas de fuego, conforme se 
encuentra establecido en el artículo 19 del Decreto 2535 de 1993, incurriendo en la sanción 
señalada en el artículo 2º de la Ley 1119 de 2006. 
c) No revalidan las armas de fuego antes de su vencimiento, ocasionando con ello la imposición 
de las sanciones señaladas en el artículo 2º de la Ley 1119 de 2006 y artículo 89 del Decreto 
2535 de 1993. (multa y decomiso) 
d) No efectúan los cambios de dirección, cuando prestan los servicios de vigilancia en otras 
jurisdicciones diferentes a la sede principal, conforme al término establecido de los 45 días, 
en el artículo 36 del Decreto 2535 de 1993, ocasionando con ello la imposición de la multa 
señalada en el artículo 2º de la Ley 1119 de 2006. 
 
e) No efectúan la cesión del armamento o entrega al Estado del mismo, dentro de los 10 días 
siguientes a la cancelación o no renovación de la licencia de funcionamiento por parte de la 
Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, lo que origina la imposición de la 
sanción de decomiso de las armas. (artículos 80 y literal ñ del 89 del Decreto 2535/93)  
f) No entregan el armamento en una Unidad Militar, dentro de los 10 días siguientes a la no 
renovación, negación o cancelación de la licencia de funcionamiento, por parte de la 
Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada; lo que genera que no se le reconozca 
valor alguno de acuerdo a la tabla establecida por el Comando General de las FF.MM., 
originando pérdida de dinero, ya que no se podrá pagar aún los permisos de uso de las armas 




g) Abandono continuo de los trámites radicados ante el Departamento Control Comercio de 
Armas, Municiones y Explosivos, por parte de los servicios de vigilancia y seguridad 






     Como primera consideración podemos decir que no se requiere reformar o modificar la 
normatividad vigente,  para mejorar el control a los servicios de vigilancia y seguridad privada, 
para corregir los vacios existentes y mejorar los procesos ante las dos entidades; ya que la misma 
es suficiente y lo que procede es que se cumpla por parte de los actores y que las entidades 
respectivas coordinen y se comuniquen entre sí, para ahorrar tiempos de respuesta; en este punto 
es importante destacar que en la actualidad nos encontramos desarrollando los convenios de 
conectividad para el intercambio de información en tiempo real, como cumplimiento a Gobierno 
en línea y así ayudar en la toma de decisiones de manera rápida y oportuna; ya que se podrá 
verificar el estado de las licencias de funcionamiento y los conceptos favorables emitidos por la 
Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada. 
     Las armas son una herramienta vital para el cumplimiento de la labor de la seguridad privada 
por la  situación existente en nuestro país; es decir nos vemos enfrentados al aumento de la 
criminalidad en los últimos tiempos. 
     Es inminente la modernización de la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, en 
cuanto adquirir un sistema de información de acuerdo a los avances tecnológicos;  para estar en 
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red con las Entidades que requiera hacer consultas inmediatas (DAS, Policía Nacional, 
organismos de seguridad) 
     Debemos ser conscientes que muchos de los inconvenientes de los trámites de armas con el 
DCCA son por desconocimiento de normas y procesos. 
     Aquí solamente se da un barniz importante profundizar sobre la normatividad existente para el 
manejo de los procesos de armas con el fin de contribuir al buen funcionamiento de la empresa y 
así mismo el cumplimiento de la Ley. 
     Concientización y organización de los servicios de vigilancia, en el cumplimiento de las 
normas y directrices establecidas en las dos Entidades.  
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